QUINTA UNIDAD
Actuación del Servicio en General

Son actuaciones del Servicio todo acto o gestión que sus funcionarios competentes  efectúen en cumplimiento de las funciones que el Código Tributario y demás leyes impositivas les han entregado para la aplicación y fiscalización de los impuestos.

Entre las distintas actuaciones que se efectúan, podemos mencionar: Practicar notificaciones; liquidaciones de impuestos; giros de impuestos; Autorizar timbraje de documentos; Efectuar verificación de domicilio de los contribuyentes; Efectuar clausuras de establecimientos en cumplimiento de una resolución, etc.

Oportunidad en que deben realizarse:
Por mandato del Código Tributario (Art. 10 inc. 1°)  las actuaciones del Servicio deben practicarse en días y horas hábiles a menos que por la naturaleza de los actos fiscalizados deban realizarse en días u horas inhábiles.

Para determinar cuales son los días y horas hábiles se debe recurrir al Código de Procedimiento Civil. De acuerdo con éste, son días hábiles los no feriados y son horas hábiles las que median entre las 8 y las 20 horas.

Días feriados son losferiados declarados así por la Ley y los domingos. Debe ponerse atención en cada año a los días feriados, ya que se modifican según la ubicación en la semana. Actualmente son:

Actuaciones en días u horas inhábiles:
Como excepción a la norma general, el Código permite realizar actuaciones en días u horas inhábiles (días feriados y horas que median entre las 20 y las 8) cuando la naturaleza de los actos fiscalizados así lo requieran.

En consecuencia, la aplicación de la norma de excepción está relacionada y además se encuentra condicionada a la actuación que se realiza.  Así, por ejemplo, se pueden realizar en días u horas inhábiles  la fiscalización de establecimientos que funcionan, sea habitual o  esporádicamente, en días feriados o en horas posteriores a las 20 y anteriores a las 8 (fuentes de soda, boites, restaurantes, hoteles, pensiones, establecimientos comerciales en general, etc); actuaciones necesarias para precaver un fraude tributario. Ej. incautaciones.

Actuaciones del Servicio en día sábado:
El artículo 1° de la Ley N° 17.246, dispuso la distribución de la jornada de trabajo, entre otros, para el personal de los Servicios Fiscales entre los días lunes y viernes, ambos inclusive, lo que no implica la declaración del día sábado como feriado; en consecuencia, éste continúa siendo un día hábil para todas las actuaciones que pudieren efectuarse por el Servicio.


Lo anterior ha de entenderse con la salvedad que, si el plazo, dice relación con una actuación del Servicio y vence en día sábado, se entienden prorrogados hasta el día hábil siguiente, conforme lo dispone el inciso final del artículo 10 del Código tributario.

Sin embargo, los días sábados no declarados feriado por ley especial, continúan siendo hábiles para computar los plazos que tienen los contribuyentes para ejercer un derecho ante el Servicio, como seria una reclamación u otra actuación con plazo fatal.

Actuaciones de los contribuyentes por medio de representante
El Código Tributario  define en el artículo 8 :

“Por  “representante”, los guardadores, mandatarios, administradores, interventores, síndicos y cualquiera persona natural o jurídica que obre por cuenta o beneficio de otra persona natural o jurídica.” 

La norma anterior parece admitir, y así lo estima parte de la doctrina, la comparecencia ante el Servicio por medio de agente oficioso, pero el servicio ha sostenido reiteradamente que no se acepta esta forma de actuación.

Por su parte, respecto de la comparecencia, actuaciones y notificaciones, el mismo Código Tributario establece:

“Toda persona natural o jurídica que actúe por cuenta de un contribuyente, deberá acreditar su representación. El mandato no tendrá otra formalidad que la de constar por escrito.

El Servicio aceptara la representación sin que se acompañe o pruebe el titulo correspondiente, pero podrá exigir la ratificación del representado o la prueba del vinculo dentro del plazo que el mismo determine bajo apercibimiento de tener por no presentada la solicitud o por no practicada la actuación correspondiente.

La persona que actúa ante el Servicio como administrador, representante o mandatario del contribuyente, se entenderá autorizada para ser notificada a nombre de este mientras no haya constancia de la extinción del titulo de la representación mediante aviso por escrito dado por los interesados a la oficina del Servicio que corresponda.”(articulo 9o. Código Tributario)

Formas de Comparecencia:
 La comparecencia es el acto de presentarse alguna persona ante el juez o autoridad pública, ya sea espontáneamente para deducir cualquier pretensión o para hacerse parte en un negocio, ya en  virtud de llamamiento o intimación de la misma autoridad que lo obligue a hacerlo para la práctica de alguna diligencia judicial o de carácter administrativo.

Las personas pueden comparecer ante el juez o autoridad pública correspondiente, personalmente o representados por otras personas.

a)                          La comparecencia es personal cuando el compareciente actúa a nombre propio, sin necesidad de valerse de los servicios o representación de un tercero. 

b)                         Se comparece por representante cuando nuestros derechos, peticiones o actuaciones se hacen valer por medio de un  tercero.

De esta forma, en términos generales, se puede decir que cualquier contribuyente puede comparecer ante el Servicio de Impuestos Internos, sea personalmente, sea por medio de un representante.  En el primer caso no se presentan mayores dificultades, salvo las derivadas  de una eventual duda respecto de la identidad del compareciente, que debe ser acreditada mediante la correspondiente cédula de identidad; en la segunda situación,  debe cumplir determinados requisitos o formalidades.

A.- Comparecencia Administrativa.
Llamamos comparecencia administrativa a aquella en que el contribuyente se presenta ante el Servicio para efectuar una gestión administrativa y comparecencia judicial a aquella en que se comparece ante los funcionarios del Servicio que actúan como  Tribunales.

Solemnidad del mandato.
El mandato es un contrato por medio del cual una persona confía la gestión de uno o más negocios a otra, la que si acepta, se hace cargo de ellos por cuenta y riesgo de la primera. La persona que efectúa el encargo se designa con el nombre de mandante, y la que lo acepta y se compromete a efectuarlo, mandatario.

El artículo 9° del Código Tributario señala que, el mandato para actuar ante el Servicio de Impuestos Internos "no tendrá otra formalidad que la de constar por escrito", es decir, no requiere de otra formalidad (No necesita estar  autorizado ante un funcionario del Servicio, que sea otorgado por escritura pública, o firmado ante notario).

Obligación de acreditar la representación ante el Servicio.
El Código Tributario establece que "toda persona natural o jurídica que actúe por cuenta de un contribuyente, deberá acreditar su representación".

Si no está acreditada la representación, el Servicio la aceptará sin que se acompañe o pruebe el título correspondiente, pero podrá exigir la ratificación del representado o la prueba del vínculo dentro del plazo que el mismo determine bajo apercibimiento de tener por no presentada la solicitud o por no practicada la actuación correspondiente.

La ratificación del representado debe ser expresa y constar por escrito. Puede hacerse mediante un escrito presentado por el mandante o por declaración hecha ante un funcionario del Servicio que tenga carácter de Ministro de Fe. De la declaración debe dejarse constancia por escrito y firmarse por el ratificante y por el funcionario.

Vencido el plazo, (por ejemplo de quince días el cual puede prorrogarse prudencialmente) sin que se ratifique o sin que se acompañe el título de la representación, se hará efectivo el apercibimiento de tener por no presentada la solicitud o por no practicada la actuación correspondiente.

Como dijimos, el Servicio no acepta la agencia oficiosa y, en todo caso, esta no sería la figura, ya que se trata de una persona que comparece manifestando poseer facultades de representación, pero no exhibe el título que le habilita; en la agencia oficiosa quien comparece manifiesta no tener poder, pero ofrece fianza para garantizar que se ratificará lo obrado.

B.- Comparecencia Judicial.
En materia de reclamaciones tributarias, encontramos que el Código, en el artículo 129, ha contemplado una norma especial para tales efectos, que expresa: "En las reclamaciones a que se refiere el presente Título, sólo podrán actuar los contribuyentes por sí o por medio de sus representantes legales y mandatarios". Por su parte, en el artículo 148º, el Código, no obstante lo dispuesto en el artículo 2°, señala  que: "En todas aquellas materias no sujetas a disposiciones especiales del presente Libro, se aplicarán en cuanto fueren compatibles con la naturaleza de las reclamaciones, las normas establecidas en el Libro Primero del Código de Procedimiento Civil".

Ahora bien, el tenor de las disposiciones transcritas, salvo en lo referente a la comparecencia personal, las normas para constituir o conferir mandato a un tercero para que actúe a nombre del reclamante, difieren de las que hemos visto para materias administrativas, y ello se rige por lo que al respecto dispone el Código de Procedimiento Civil.

Según el artículo 9° de este Código, se explicó que el mandato para actuaciones administrativas ante el Servicio debía cumplir con un solo requisito o formalidad: constar por escrito, bastando al efecto un simple instrumento privado. En materia de reclamaciones no rige esta regla general, toda vez que el mandato es más solemne y sólo puede constituirse o conferirse en las dos formas siguientes:

1) Por escritura pública otorgada ante Notario o ante oficial del Registro Civil, en los lugares en que no haya Notario, o          

2) Por declaración escrita del mandante (en el mismo escrito de reclamo o en otro posterior), autorizándose la firma del reclamante por un funcionario del Servicio que tenga el carácter de Ministro de Fe y que se designe al efecto en la Dirección Regional.

Pese a lo dicho, parte de la doctrina y alguna jurisprudencia ha sostenido que no existe fundamento legal para efectuar la distinción que hace el Servicio y que, en consecuencia, en cualquier caso se aplicaría el artículo 9, es decir, bastaría que conste por escrito el mandato.

Por otro lado, de acuerdo al artículo 4° del Código de Procedimiento Civil, toda persona que deba comparecer en juicio debe hacerlo necesariamente representada por abogados u otras personas entendida en derecho, que están indicadas taxativamente en la Ley Orgánica del Colegio de Abogados, artículo 41º. En cambio, en la contienda ante el Servicio de Impuestos Internos puede comparecer el propio contribuyente, por sí o por medio de representante legal o de mandatario, sin  ninguna exigencia en el sentido de ser versado en la materia.

Las Notificaciones
Concepto de Notificación tributaria:
La notificación es una actuación que tiene por objeto poner en conocimiento de una persona, contribuyente o no, una determinada actuación o resolución del Servicio.

La Importancia de la Notificación:

El artículo 65º del Código de Procedimiento Civil dispone que los términos comenzarán a correr para cada parte desde el día de la notificación. Por su parte, las normas de procedimientos de reclamación, por ejemplo el artículo 124º del Código Tributario, en su inciso tercero, dispone que, el reclamo deberá interponerse en el término fatal de sesenta días contados desde la notificación correspondiente.

De lo anterior se puede concluir que, en resumen, la notificación cumple dos objetivos de gran importancia:

1.- La actuación o resolución surte sus efectos respecto de la o las personas que  ha sido puesta en conocimiento.

2.- Si de dicha actuación o resolución deriva un derecho para el afectado que deba ejercer dentro de un período de  tiempo, dicho plazo se debe computar desde el momento de la notificación respectiva.

La validez de la notificación:
El artículo  38º  del Código  de procedimiento  Civil,  ubicado en su Libro  I, “Normas Comunes a todo Procedimiento" dispone que  “las resoluciones judiciales sólo producen efecto en virtud de notificación hecha con  arreglo  a la Ley,  salvo los casos expresamente exceptuados por ella” y  si  bien es cierto  corresponde a una norma diseñada para las resoluciones judiciales, no lo  es menos que es expresión  de un principio  general del  derecho  y de la administración,  en el sentido  que todo acto  de la administración, para que produzca efecto  respecto de los administrados, debe ser  válidamente notificado; si no fuera así, implicaría exponer a la indefensión  al administrado quien se vería afectado por actuaciones de la Administración  respecto de las cuales no  ha tomado  conocimiento.

Para fines del aprendizaje, hemos ordenado los requisitos de validez de la siguiente forma:

a.- Tipo de notificación que ordena la Ley:
Para que el acto  administrativo  del  Servicio  pueda producir efecto no basta que sea notificado  sino  que además dicha notificación debe efectuarse “de conformidad a la Ley”; esto es, debe ejecutarse del modo  como la ley lo previene para dicho  caso específico.

En líneas generales,  respecto de las actuaciones  del Servicio  se puede utilizar la notificación  personal, por cédula o por carta certificada indistintintamente, pero  por instrucción  interna del Servicio se ha ordenado utilizar la notificación por carta certificada, como forma general,  salvo  aquellos casos en que la Ley expresamente señale otra forma de notificación y ello  acontecerá, por ejemplo  tratándose de la notificación  de denuncios señalados en el  Nº 2, del artículo  165º, del Código  Tributario o  acta de denuncia contemplada en el artículo  161º,  Nº 1, del mismo  cuerpo legal; etc.  

Luego, si  respecto de esos casos específicos, en que la Ley ordena notificar personalmente o por cédula,  el Servicio notifica dicha actuación, por ejemplo,  por carta certificada,  si  bien es cierto  tal acto  administrativo  habrá sido notificado,  igualmente la actuación   estará viciada y será  absolutamente nula pues su notificación no  se hizo  de acuerdo a la Ley. Esto es sin perjuicio del análisis de los elementos de la nulidad que deberá hacer el Juez a la hora de pronunciarse sobre la validez de la actuación, como por ejemplo, la trascendencia del vicio si efectivamente el afectado tomo oportuno conocimiento de la actuación por una forma distinta de notificación.

b.- Efectuada por un  funcionario  revestido de la calidad de Ministro de Fe:
Obviamente,  para que la notificación  de cualquier actuación  administrativa que efectué un  funcionario del Servicio sea válida, debe ser practicada por un  funcionario  revestido de la calidad de Ministro de Fe,  en los casos que lo concede la Ley. Luego,  si ella es efectuada por un  funcionario  que carece de tal calidad,   es una notificación  igualmente nula.

El artículo  86º del Código  Tributario  prescribe que “Los funcionarios del Servicio, nominativa y  expresamente autorizado por el Director,  tendrán el carácter de Ministros de Fe, para todos los efectos de este Código y  las leyes tributarias y  en los procesos por delitos  que digan relación con  el cumplimiento  de obligaciones tributarias”, norma  que debe ser complementada con lo prevenido  en el  artículo  51º de la Ley Orgánica, en cuanto prescribe que “los funcionarios pertenecientes al escalafón  Fiscalizador, tendrán de pleno  derecho  el carácter de ministro de fe, para todos los efectos que señala el artículo  86º del Código  Tributario”.


Por el carácter de Ministro de Fe,  se confiere por el solo  Ministerio  de la Ley presunción  de verdad, pero sólo respecto de los hechos  ocurridos en presencia de un funcionario  que revista tal calidad  o  verificados por  éste.


Luego,  dicha presunción  de verdad no favorece o  ampara las conclusiones,    deducciones, opiniones o inducciones  que respecto de tales hechos  verificados u ocurridos en presencia del funcionario,  éste haya concluido,  deducido, inducido o  inferido.

Su  fundamento  se encuentra en la presunción de veracidad de los actos del Estado, por cuanto  se entiende que el funcionario  del Servicio,  en el ejercicio  de sus  funciones, efectúa una función  pública,  en la cual no  hay duda alguna de su actuar objetivo,  requisito  común  a toda la actuación  del Estado.


Por ello  el artículo  427º del Código  de Procedimiento  Civil  dispone que “se reputarán verdaderos los hechos certificados en el proceso  por un ministro de fe,  a virtud de orden del tribunal  competente, salvo prueba en contrario”, de lo cual se puede concluir que dicha presunción  de verdad,  es simplemente legal, es decir, se podría probar o aparecer de los antecedentes del proceso que lo certificado no es verdad.

En esta misma materia,  La Contraloría General de la  República se ha servido dictaminar  que “la calidad de Ministro de fe, esto es, la autoridad que se atribuye a determinados personeros o  funcionarios para que los documentos o actuaciones que autoricen sean  considerados como  auténticos y su contenido  verdadero  (sin  que ello implique que no pueda probarse lo  contrario) debe emanar de texto  legal como  ocurre con los Notarios, los funcionarios del S.I.I.  a que alude el artículo  86º del  Código  Tributario y  aquellos señalados en el  artículo  43ºm letra g);  96º, 108º,  y  artículo  120º,  de la Ley 10.336”  dictamen ( 030982n81)

Así, de dicho  dictamen se desprende:

a) La Calidad de Ministro de Fe sólo puede tener su origen  en la Ley;

b) Por tratarse de un caso excepcional,  debe ser aplicada e interpretada de modo  estricto  y no  se puede extender, por analogía, a casos no contemplados.

c) La presunción  de veracidad o  autenticidad,  admite prueba en contrario; es decir, es una presunción, tal como  se dijo,  simplemente legal.

c.- Lugar hábil:
Para que un  acto  administrativo  del Servicio sea válido no  basta  que sea notificado,   que esa notificación  se haga del modo que lo  señala la Ley; que se acometa por un funcionario  que tenga la calidad de Ministro de Fe, sino  que además es preciso que ella se efectúe en lugar hábil  conforme la misma Ley lo  prescribe. 

Así, para notificar por carta certificada o por cédula,  sólo  se podrá notificar en el  domicilio  que indique el contribuyente en su  declaración  de iniciación  de actividades o  el que  indique el interesado en su  presentación o  actuación  de que se trate o  el que conste  en la última declaración  de impuestos respectiva. Si  el contribuyente hubiere señalado domicilio postal, la notificación por carta certificada "necesariamente" deberá efectuarse en dicho  domicilio postal y no  en otro; a falta de los domicilios anteriores,  dicha notificación  por cédula o por carta certificada podrá efectuarse en   la habitación  del contribuyente  o  de su representante  o  en los lugares en que éstos ejerzan  su actividad.

Por el contrario,  tratándose de una notificación  personal, ella puede realizarse en cualquier lugar en donde se encuentre  o  fuere habido el notificado.

d.- En día y hora hábil:
Por tratarse de una actuación  del Servicio, ella debe efectuarse en día y hora hábil.

Son días hábiles los no feriados y son horas hábiles las que median entre las 8 y las 20 horas.

Recordemos que existe una excepción a la norma general, en efecto, el Código permite realizar actuaciones en días u horas inhábiles (días feriados y horas que median entre las 20 y las 8) cuando la naturaleza de los actos fiscalizados así lo requieran. Es precisamente en esta especie de actuaciones, las notificaciones, donde con mayor frecuencia se aplica dicha norma excepcional. Pero se debe tener presente que ha de tratarse de actos de fiscalización, ya que es la naturaleza de los actos fiscalizados la que, precisamente, permite la actuación en hora o día inhábil. De esta forma y a modo de ejemplo, se puede notificar validamente una denuncia por no emitir boleta sorprendida en día domingo y a cualquier hora en un bar nocturno; pero no será posible notificar a ese mismo contribuyente a esa hora un requerimiento para la Ley 18.320(Ley Tapón o sobre incentivo tributario).

e.- Cumplimiento de los requisitos legales de cada clase de Notificación.
Una notificación debe respetar también las exigencias particulares que la Ley formula según cada tipo de notificación, por ejemplo, que en la notificación por el estado diario se despache el aviso postal que se contempla expresamente en esta notificación. De lo anterior surge la necesidad de examinar las exigencias que para cada notificación se contemplan en cuanto a la forma de efectuarlas.

El Código Tributario contempla siete formas de notificaciones:

- Personal 

- Por Cédula 

- Por Carta Certificada 

- Por Aviso Postal Simple 

- Por Aviso en el Diario Oficial 

- Por Aviso en los Diarios 

- Por el Estado Diario.

El Servicio también acepta, por aplicación del derecho común, la llamada Notificación Tácita.

1.- Notificación Personal:
La notificación personal consiste en entregar copia integra de la resolución o actuación que se desea poner en conocimiento de un contribuyente, directamente a él, en cualquier lugar donde éste se encuentre o fuere habido.

Mediante la Ley 19.506 de 1997 se amplió los lugares hábiles para efectuar la notificación personal, de modo que ésta pueda practicarse en cualquier lugar en que el notificado se encuentre o fuere habido, lugares que, obviamente, pueden coincidir con algunos de los domicilios señalados en el Art. 13.

Esta clase de notificación es la más perfecta de todas puesto que en ella hay certeza de que el interesado ha tomado conocimiento directo de la resolución o actuación que se le notifica.

2.- Notificación por Cédula
La notificación por cédula se efectúa entregando en el domicilio del notificado una cédula que debe contener copia íntegra de la Resolución o actuación de que se trate, con los datos necesarios para su acertada inteligencia.

En esta clase de notificación, el funcionario debe entregar la cédula, copia o documento, en el domicilio del notificado, a  cualquier persona adulta, a quien se pedirá los siguientes datos: nombre, edad, profesión y domicilio.

Domicilio
La notificación por cédula y la por carta certificada, solamente se pueden practicar en el domicilio del notificado. El Art. 13 del Código, dispone que para los efectos de practicar las notificaciones se tendrá como domicilio del contribuyente, además del que se hubiera indicado por el interesado en la presentación o actuación de que se trate o del que conste en la última declaración de impuesto respectiva, aquél que se haya indicado en la declaración de iniciación de actividades. 

El Servicio podrá optar por cualquiera de los domicilios señalados para efectuar la respectiva diligencia de notificación. Sin embargo, no debe olvidarse el propósito final del acto administrativo consistente en la  notificación, esto es, poner en conocimiento del notificado la actuación de que se trate, en cuya virtud debiera preferirse aquel domicilio que parezca idóneo para practicar la diligencia, debiendo preferirse el más reciente por ejemplo, lo que permitirá dar cumplimiento al principio de la racionalidad de los actos de la administración.

A falta de los domicilios señalados, se ha previsto por el legislador, según establece el inciso final del Art. 13, que la notificación  pueda practicarse en los lugares donde es más probable que se encuentre la persona que debe ser notificada y así tome conocimiento de la notificación, y, al efecto considera como tales: "la habitación del contribuyente o de su representante", esto es, el lugar o morada donde la persona pernocte, o "los lugares en que éstos ejerzan su actividad". Si estos últimos fueren dos o más, la notificación  podrá hacerse en cualquiera de ellos.

No obstante que la norma tiene un aparente carácter facultativo para el Servicio, es decir, que el funcionario puede optar libremente entre cualquiera de los tres posibles domicilios, lo que sostiene además el Servicio por ejemplo en circular 48 de 1997, lo cierto es que la notificación tiene un sentido que debe ser respetado, esto es, que se ponga en conocimiento del contribuyente la actuación respectiva, de tal forma que si el domicilio no es idóneo para ese objetivo, no puede ser utilizado para notificar. Ello concuerda con el principio de la racionalidad de los actos administrativos. De esta forma, al menos debiera preferirse el domicilio más reciente en caso de ser más de uno.

Sin que existan pronunciamientos al respecto, al menos podemos citar el siguiente fallo:  La Excma. Corte Suprema rechazó un recurso de casación en la forma interpuesto por una contribuyente, la cual sostenía la existencia de infracción al artículo 13 del Código Tributario, sosteniendo que las notificaciones realizadas por el Servicio de Impuestos Internos se hicieron en un domicilio distinto del que legalmente correspondía, ya que no se efectuaron en el nuevo domicilio que la contribuyente indicó en una declaración de impuesto a la renta. El Excmo. Tribunal fundamentó su decisión, en que el citado artículo 13 expresa “se tendrá por domicilio” el que conste en la última declaración de impuesto respectiva, lo que es distinto a decir que la notificación “se practicará” en tal o cual domicilio, teniendo presente que el objetivo último es que el contribuyente reciba efectivamente las notificaciones. (Corte suprema – 27/04/99 – rol n° 3.782-97 – recurso de Casación en el fondo – reclamo de liquidaciones –  Cecilia Garcia Passalacqua c/ s.i.i. – Ministros Sres. Osvaldo Faundez V., Ricardo Galvez B., Orlando Alvarez H., Domingo Yurac s. y Abogado Integrante Sr. Manuel Daniel A.)

Diligencia adicional cuando no se encuentra persona adulta.

Si no se encontrare persona adulta en el domicilio, el documento a notificar deberá dejarse en ese domicilio.

Para la legislación chilena, "persona adulta" es varón mayor de 14 años, y la mujer mayor de 12 años.

Cuando el funcionario no encuentre ninguna persona adulta en el domicilio del notificado, debe enviar aviso al notificado el mismo día, comunicándole el hecho de la notificación, mediante carta certificada. No es notificación por carta certificada, es solamente un aviso remitido por carta certificada y su omisión no invalida la actuación, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa del funcionario que no de cumplimiento a la norma.

El Código Tributario exige específicamente se emplee esta clase de notificación en cuatro casos:

(1) En la notificación de la sentencia (resolución) que falle un reclamo, cuando el reclamante solicitare por escrito que la sentencia se le notifique por cédula. (Articulo 138, inciso 1°, Código Tributario).

(2) El acta de denuncio que se levante para iniciar el procedimiento general para la aplicación de sanciones, deberá notificarse personalmente o por cédula. (Articulo 161, N° 1, del Código Tributario).

(3) Las denuncias por infracciones sancionadas en los números 6°, 7°, 10º, I7, I9 y 20º del artículo 97º del Código Tributario, deben ser notificadas personalmente o por cédula, por los funcionarios del Servicio. (Articulo 165, N° 2, del Código Tributario).

(4) En la notificación de la sentencia que falle un reclamo conforme el procedimiento especial para la aplicación de ciertas multas. (Articulo 165, N° 5, del Código Tributario).

3.- Notificación por Carta Certificada.
Es la que se practica dirigiendo al domicilio del interesado una carta certificada que contiene las copias de la actuación de que se trata y que el funcionario de Correos que corresponda debe entregar a cualquiera persona adulta que encuentre en é1.

Entrega de la carta certificada.
La carta certificada podrá ser entregada por el funcionario de Correos que corresponda, en el domicilio del notificado, a cualquiera persona adulta que se encuentre en él debiendo ésta  firmar el recibo correspondiente. (Articulo 11, inc. 2°, del Código Tributario).

No obstante, si existe domicilio postal, la carta certificada deberá ser remitida a la casilla o apartado postal o a la  oficina de correos que el contribuyente haya fijado como tal; en este caso el funcionario de correos deberá  entregar la carta al interesado o a la persona a la cual éste haya conferido poder para retirar su correspondencia, debiendo estas personas  firmar el recibo correspondiente.

Domicilio postal
El artículo 13 se refiere a él, indicando que corresponde a la casilla de correo, apartado u oficina que el contribuye indica al Servicio para los efectos de que se le practiquen las notificaciones por carta certificada.

En consecuencia, la carta certificada se remitirá en primer lugar al domicilio postal fijado y a falta de éste, al que indique el contribuyente en su declaración de iniciación de actividades o al que indique el interesado en su presentación o actuación o al que conste en la última declaración de impuesto respectiva.

A falta de los domicilios indicados en el párrafo precedente, la notificación por carta certificada puede practicarse en la habitación del contribuyente o de su representante  o en los lugares en que éstos ejerzan su actividad.

Si el funcionario de correos no encontrare en el domicilio al notificado o a otra persona adulta, o estos se negaren a recibir la carta certificada o a firmar el recibo, o no retiraren la remitida al domicilio postal dentro del plazo de 15 días,  contados desde su envío, se dejará constancia de este hecho en la carta, bajo la firma del funcionario y la del jefe de la oficina de correos  que corresponda y se devolverá al Servicio, aumentándose o renovándose por éste hecho los plazos del artículo 200 en tres meses, contados desde la recepción de la carta devuelta.

La recepción de la carta por el Servicio se acreditará con la firma de un ministro de fe, quién dejará constancia, en el mismo sobre, de la fecha en que ésta ha sido devuelta por correos.  Dicho sobre se agregará a los antecedentes del caso respectivo.

Este procedimiento permite al Servicio tener la certeza  de que la carta no ha sido entregada al destinatario y poder adoptar, en tal evento, las medidas conducentes para practicar la notificación por otros medios, que puede ser la notificación personal o por cédula, evitándose el riesgo de que se promuevan incidentes de nulidad por falta de notificación.

Cómputo de los plazos en las notificaciones por carta certificada.
En las notificaciones por carta certificada los plazos comenzaran a correr  tres días (hábiles completos) después del envío de la carta.

Debe entenderse por fecha de envío, la fecha en que la respectiva oficina de Impuestos Internos entrega la carta al Servicio de Correos y éste certifica su recepción.

Esta norma corresponde a una presunción legal del tiempo promedio de tardanza por el servicio de correos en entregar la carta a su destinatario.

Constancia del envío de la carta.
Los funcionarios encargados del despacho de cartas certificadas deben dejar constancia del hecho del envío en el expediente o documento de que se trate, estampando lugar y fecha, su firma y timbre.

Recepción de la carta después de los tres días.
En ciertos casos calificados, el interesado puede ser admitido a probar que recibió la carta certificada después del mencionado plazo de tres días. Si así fuere, los plazos correspondientes sólo empiezan a correr desde la fecha en que efectivamente se entregó la carta en el domicilio del destinatario.

Resulta de mucha importancia la certificación de la fecha de recepción de la carta, ya que los plazos de prescripción del artículo 200 se amplían o renuevan por tres meses contados, precisamente, desde la fecha de recepción de la carta devuelta en el Servicio.

La circunstancia de que la carta certificada sea devuelta al Servicio, produce importantes efectos en la prescripción, los que, para no repetir, estudiaremos al ver esa unidad.

4.-  Notificación por Aviso Postal Simple.
Las resoluciones que modifiquen los avalúos  y/o contribuciones de los bienes raíces pueden ser notificadas por medio de avisos postales simples dirigidos a la propiedad afectada o al domicilio que para éstos efectos el propietario haya registrado en el servicio y, a falta de éste, al domicilio del propietario que figure registrado en el Servicio.  Estos avisos podrán ser confeccionados por medios mecánicos y carecer de timbres y firmas.

5.-  Notificación por aviso en el Diario oficial.
Es la que se practica haciendo publicar un aviso por una vez, en el Diario oficial.

Las actuaciones del Servicio que deben ser publicadas son las que cumplan las dos condiciones que se señalan a continuación, sin perjuicio de las demás a las que específicamente se refiera la ley:

a) Que sean de carácter general, esto es, que estén dirigidas o afecten a grupos más o menos extensos de contribuyentes, los que por esta razón, no puedan individualizarse, como por ejemplo, los arrendatarios agrícolas, o los dueños de taxis, etc., y

b) Que sea preciso se notifiquen o noticien a dichos contribuyentes, a fin de que éstos ajusten su conducta tributaria a los preceptos o instrucciones contenidos en las resoluciones, oficios o actuaciones publicadas. En otras palabras, las actuaciones generales que se publiquen deben ser aquellas destinadas a orientar o regir la conducta tributaria de los contribuyentes o a instruirlos respecto de modalidades administrativas que ellos deben observar para una mejor fiscalización o una más expedita atención.

6.-  La Notificación por Avisos en los Diarios.
Consiste en la inserción de un aviso o certificación en un diario de circulación nacional, dando noticia a los interesados de la actuación de que se trate.

Esta forma de notificación es muy excepcional dentro del Código Tributario.

Tal es el caso, por ejemplo, del artículo 43º.

Se empleará, además, esta clase de notificación en casos determinados que el Director así lo ordene en uso de las atribuciones que el Código le confiere. (Articulo 6°, letra A, N° 4).

7.- Notificación por el Estado Diario.
El inciso segundo, del N° 4, del articulo 165, dispone: "Las resoluciones dictadas en primera instancia, con excepción de la sentencia, se entenderán notificadas a las partes desde que se incluyan en un estado que deberá formarse y fijarse diariamente en la Dirección Regional, con las formalidades que disponga el Director. Además se remitirá en la misma fecha aviso por correo al notificado. La falta de este aviso anula la notificación.".
La notificación por el estado sólo da cuenta de haberse dictado alguna resolución, el número de resoluciones dictadas  y el día en que lo fueron, por lo cual los expedientes deben  ser vistos por el reclamante o su apoderado a fin de tomar conocimiento del texto de la resolución o providencia.

De acuerdo a lo dispuesto en el actual inciso segundo del No. 4, del Art. 165, la falta del aviso postal simple, anulará la notificación. En atención a lo señalado, el envío del aviso postal al notificado, y  la constancia que debe estamparse en el expediente de haberse  remitido en la misma fecha en que se practicó la notificación por el Estado, son requisitos de validez de la notificación.

Por otra parte, las resoluciones que se notifiquen por el estado, son aquellas que se dicten en primera instancia, a excepción de la sentencia definitiva, en la tramitación del  procedimiento que contempla el artículo 165, del Código   Tributario.

 En cuanto a las formalidades del "Estado", ellas fueron  fijadas por el Director del Servicio de Impuestos Internos, en  Resolución N° Ex. 2.028, de 23.11.83, publicada en Diario oficial del día 24 del mismo mes y año.

8.-  Notificación Tácita.
 La notificación tácita no es propiamente tal una notificación en el sentido estricto del concepto que hemos dado, pero la ley, reunidos ciertos requisitos, tiene por notificadas las resoluciones aunque no se haya verificado en realidad  notificación alguna.

En el articulo 55º del Código de Procedimiento Civil, que se refiere a este tipo de notificación expresa: "Aunque no se  haya verificado notificación alguna o se haya efectuado en otra forma que la legal, se tendrá  por notificada una resolución desde que la parte a quien afecte haga en el juicio cualquiera gestión que suponga conocimiento de dicha resolución, sin haber antes reclamado la falta o nulidad de la  notificación".

Asimismo, la parte que solicitó la nulidad de una  notificación, por el sólo ministerio de la ley, se tendrá por  notificada de la resolución cuya notificación fue declarada  nula, desde que se le notifique la sentencia que declara tal  nulidad. En caso que la nulidad de la notificación haya sido  declarada por un tribunal superior, esta notificación se tendrá  por efectuada al notificársele el "cúmplase" de dicha resolución".

Primer caso. Requisitos:
Deben concurrir dos requisitos copulativos:

“1” . Que la parte afectada por una resolución cuya  notificación ha sido omitida o realizada en forma ilegal haga  en el juicio cualquiera gestión que suponga conocimiento de la referida resolución, y 

"2. Que la gestión se realice por la persona afectada por la resolución antes de reclamar de la falta o nulidad de la notificación, lo que debe hacerse dentro del juicio, vale decir, en la misma causa en que se dictó la resolución mal notificada o no notificada.

Segundo caso. Circunstancia en que opera:
El inciso segundo, del articulo 55º, del Código de Procedimiento Civil, transcrito, ha reglamentado la nulidad de las notificaciones, estableciendo que la parte que solicitó tal          nulidad se tendrá  por notificada por el sólo ministerio de la  ley de la resolución judicial cuya  notificación ha sido  declarada nula, desde que se le notifique la sentencia que  declara tal nulidad. 

Por consiguiente, no es necesario volver a notificar la resolución cuya notificación ha sido declarada nula, pues se  entenderá notificada al contribuyente conjuntamente con la  notificación de la resolución que declara tal nulidad.

Como es obvio, los plazos que han debido contarse desde la notificación declarada nula se contarán desde la notificación  de la resolución que declara la nulidad. 

En aquellos casos en que la nulidad de la notificación de una  resolución haya sido decretada por un tribunal superior - Corte  de Apelaciones o Corte Suprema- la notificación declarada nula  se entenderá efectuada conjuntamente con el "cúmplase" de la  resolución que ha declarado la nulidad.

Regla General de las Notificaciones.
 
 De acuerdo con el Código Tributario, inciso primero, del  articulo 11º, toda notificación que el Servicio deba practicar  se hará personalmente, por cédula o por carta certificada dirigida al domicilio del interesado, salvo que una  disposición expresa, ordene otra forma de notificación. 


En consecuencia, cualquiera de esas tres formas, constituye la  norma general respecto de como se deben notificar las resoluciones o actuaciones del Servicio de Impuestos Internos,  que deban ser puestas en conocimiento de los contribuyentes. 

 
Sin perjuicio de lo anterior, el Servicio ha instruido a los  funcionarios en el sentido de que, como norma general, las  notificaciones a los contribuyentes se hagan por carta   certificada, salvo naturalmente, en aquellos casos en que por  disposición expresa del Código u otras normas tributarias, se   excluya la carta certificada como forma de notificar determinadas actuaciones o resoluciones.   


El mismo Servicio, en circular 48 de 1997 y 73 de 2001, ha instruido que si faltan menos de treinta días para que prescriban los impuestos, no se debe notificar por carta certificada, sino personalmente o por cédula.

Constancia que debe estamparse por los funcionarios que  efectúan notificaciones.
 
De conformidad a lo que dispone el inciso final del articulo 12, del Código Tributario, de las notificaciones que se  practiquen, deben dejarse constancia por escrito por el funcionario encargado de la diligencia, con indicación del día, hora y lugar en que se haya practicado, y de la persona a quien se hubiere entregado la cédula, copia o documento  correspondiente, o de la circunstancia de no haber encontrado a persona adulta que le recibiere.

 
En general y respecto de todo tipo de notificación, debe dejarse constancia escrita de la actuación, con indicación de todos los datos necesarios para determinar la validez de la actuación en general, como para hacer constar que se cumplió con las exigencias particulares del tipo de notificación de que se trate; ya que la constancia es una certificación de Ministro de Fe, fundamental en el momento que se discuta la validez de la notificación.

 
Para que la notificación quede perfecta no se requiere que el notificado consienta en ella ni que estampe su firma ni ejecute acto alguno durante la diligencia.

